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La administració n de Gustavo Petro (2022-2026) realizó  una transició n 
sistemá tica de los aparatos del Estado para facilitar el crimen organizado 

transnacional, consolidando un bastió n territorial y electoral bajo el pretexto 
de la «Paz Total». Operando desde un mandato ilegí timo respaldado por 

financiació n criminal y el Pacto de la Picota —segú n el hermano y el hijo 
mayor de Petro—, la polí tica definitoria del ré gimen fue la expansió n 
agresiva de los sindicatos criminales y de la violencia en Colombia y en el 
hemisferio. 
 
La corrupció n institucional constituyó  el mecanismo central de gobierno de 

Petro, puesta de manifiesto por grandes escá ndalos, como la apropiació n 
indebida masiva de fondos pú blicos a travé s de la Unidad Nacional para la 

Gestió n del Riesgo de Desastres (UNGRD) para comprar votos en el 
Congreso, junto con revelaciones sobre financiació n ilegal de campañ as 

que expusieron millones en fondos no declarados e ilí citos. En lugar de 
combatir la corrupció n, la administració n utilizó  los recursos del Estado 

como un arma para asegurar la obediencia polí tica. 
 
Para lograr esta captura del Estado, la administració n Petro comprometió  la 

inteligencia estatal, paralizó  a las Fuerzas Militares y abandonó  
comunidades enteras al control absoluto de organizaciones criminales. Hoy, 
estos grupos ejercen dominio directo sobre el 45 % de Colombia y una 
influencia efectiva sobre el 70 % del territorio nacional. 
 
El movimiento Pacto Histó rico de Petro-Ivá n Cepeda (senador) aprovecha 
este brutal dominio territorial para diseñ ar un electorado cautivo, con el 
objetivo de obtener una base de 4 millones de votos coaccionados para las 
elecciones de 2026. Bajo este cogobierno, las economí as ilí citas de 

Colombia han alcanzado niveles sin precedentes. 
 
Actualmente, el paí s ocupa el primer lugar mundial en producció n y trá fico 
de cocaí na, mientras se encuentra entre los cinco primeros del mundo en 

minerí a ilegal, deforestació n desenfrenada y trata de niñ os y mujeres. Esta 
devastació n ecoló gica y humanitaria es encubierta agresivamente mediante 

campañ as internacionales de relaciones pú blicas financiadas con millones 
de dó lares que presentan falsamente a Petro como un defensor del medio 
ambiente. 
 
A pesar de su compromiso declarado con la justicia social y los derechos 
humanos, el gobierno de Petro ha sido objeto de crí ticas constantes por no 

proteger a mujeres y niñ os. La violencia de gé nero, el desplazamiento 
forzado, el reclutamiento de menores por grupos armados ilegales, la 
explotació n sexual de menores y los ataques contra mujeres continú an 

siendo generalizados en Colombia. 
 
Los comentaristas sostienen que las polí ticas de seguridad y sociales de la 

administració n Petro no lograron proteger a estas poblaciones vulnerables. 
Afirman que la expansió n territorial de las organizaciones criminales y los 

grupos armados ilegales bajo el marco de la «Paz Total» incrementó  la 
exposició n a la violencia, la coerció n, el reclutamiento y la explotació n, 

mientras el gobierno priorizó  acuerdos polí ticos y objetivos ideoló gicos por 
encima de la seguridad ciudadana, ú nicamente para asegurar el apoyo 

polí tico de dichas organizaciones criminales. 
 
Los analistas sostienen ademá s que estas diná micas se ven reforzadas por 

una red internacional de incidencia que describen como un sofisticado 
aparato de propaganda. Afirman que una amplia coalició n de ONG de 
orientació n izquierdista domina el discurso sobre los derechos humanos y 
que, al aprovechar la credibilidad de reconocidas instituciones humanitarias 
y de premios internacionales, moldea las percepciones internacionales de 
maneras que influyen en organizaciones como las Naciones Unidas, la 
Unió n Europea y el sistema interamericano de derechos humanos. 

 
En consecuencia, los intereses geopolí ticos y los incentivos financieros 
permiten que actores internacionales influyentes pasen por alto lo que los 
crí ticos describen como la complicidad del ré gimen en actos de violencia 
polí tica de alto perfil. Señ alan la caracterizació n que hizo el senador Ivá n 

Cepeda del asesinato del senador y candidato presidencial Miguel Uribe 
Turbay como una simple «baja de guerra», una valoració n particularmente 
llamativa dado que Cepeda posee reconocimientos internacionales en 
materia de Derecho Internacional Humanitario. 
 
Para el perí odo legislativo 2026-2030, la coalició n del Pacto Histó rico 
consolidó  un bloque unificado de 54 escañ os en el Congreso colombiano 

bajo la bandera del progresismo. Este bloque reú ne al Pacto Histó rico y a 
sus socios de la «Paz Total», incluidos grupos armados ilegales y 

organizaciones criminales organizadas. Se alega que estos grupos 
ayudaron a asegurar aproximadamente cuatro millones de votos mediante 
coerció n e intimidació n, una prá ctica comú nmente conocida en Colombia 
como voto pistola. 
 

El principal objetivo polí tico de la alianza es ampliamente considerado como 
la preservació n y expansió n del legado del proyecto polí tico Petro-Ivá n 

Cepeda. Los analistas sostienen que este legado está  definido por la 
corrupció n, niveles ré cord de producció n de cocaí na, expansió n de la 

minerí a ilegal, aceleració n de la deforestació n, trata de personas, escalada 
de la violencia polí tica, aumento de la violencia contra mujeres y niñ os, 

intimidació n polí tica, má s de 32.000 personas asesinadas y la creciente 
influencia de organizaciones criminales en Colombia, Venezuela y la regió n 

en general durante el perí odo 2022-2026. 
 
Si, como sostienen muchos observadores, el proyecto polí tico central de la 

alianza bajo el liderazgo del expresidente Gustavo Petro y el senador Ivá n 
Cepeda consiste en preservar y prolongar el legado de la administració n 

Petro, ¿puede presentarse creí blemente como una alternativa democrá tica? 
Esta cuestió n adquiere aú n mayor relevancia a la luz de los llamados de 

Petro a comunidades indí genas, campesinos y sectores de la sociedad civil 
para organizar milicias a nivel nacional y tomar las armas, declaraciones 
que alimentaron la preocupació n por la promoció n de estructuras de tipo 
paramilitar. 
 
Segú n sus observadores, el legado de Gustavo Petro e Ivá n Cepeda ha 

dejado a Colombia debilitada en mú ltiples frentes: una violencia polí tica 
arraigada contra la oposició n y los defensores de los derechos humanos; 

un aumento de la violencia contra mujeres y niñ os; una grave degradació n 
ambiental impulsada por la explotació n depredadora de los recursos 

naturales; un dé ficit fiscal equivalente al 7,8 % del PIB; y el fortalecimiento 
de organizaciones criminales cuyo creciente control territorial ha erosionado 
aú n má s el Estado de derecho. 
 
Los evaluadores sostienen que la alianza Petro-Cepeda con sindicatos 
criminales ha destinado millones a sofisticadas campañ as internacionales 

de relaciones pú blicas destinadas a blanquear su proyecto polí tico y 
reformular la opinió n pú blica mundial. Sostienen que estos esfuerzos 

presentan a poderosas organizaciones criminales como comunidades 
marginadas o personas desesperadas en busca de empleo: retratan al Clan 
del Golfo como familias pesqueras empobrecidas del Caribe y al Tren de 
Aragua como jó venes migrantes en busca de oportunidades, al tiempo que 

minimizan las acusaciones de su participació n en el narcotrá fico, la 
extorsió n, el control territorial y los asesinatos y actos de violencia 

sistemá ticos. Petro, Cepeda y su movimiento Pacto Histó rico no socavaron 
ú nicamente a Colombia. 

 
La comunidad internacional —particularmente varios gobiernos europeos— 
desempeñ ó  un papel significativo en la legitimació n, protecció n y 
consolidació n de la administració n Petro. Venezuela, Irá n y, a travé s de sus 

respectivas redes diplomá ticas y polí ticas, actores asociados con Hezbolá  y 
Hamá s, junto con Suecia, Portugal, Españ a y otros paí ses europeos, 

utilizaron su influencia diplomá tica para construir un escudo internacional 
alrededor del gobierno de Petro. 
 
Paralelamente, se negociaron y adjudicaron contratos multimillonarios en 
circunstancias que merecen un escrutinio mucho mayor. A pesar de las 
preocupaciones en torno a la naturaleza y las condiciones de algunos de 
estos acuerdos, gobiernos e instituciones extranjeras supuestamente 
obtuvieron importantes penalidades y protecciones contractuales en caso 
de que un futuro gobierno colombiano transparente intentara rescindirlos o 
renegociarlos. 
 
Esto plantea una pregunta fundamental: cuando el apoyo diplomá tico y los 

grandes intereses comerciales se entrelazan, ¿dó nde termina la 
cooperació n internacional legí tima y comienza la protecció n polí tica? Los 

futuros gobiernos de Colombia deberí an tener la libertad de revisar 
contratos cuestionables, exigir responsabilidades a los funcionarios y actuar 
en defensa del interé s nacional sin verse limitados por acuerdos diseñ ados 
para hacer que el cambio resulte prohibitivamente costoso. 
 
Grandes organizaciones criminales como el Clan del Golfo, el ELN, los 
grupos disidentes de las FARC y el Tren de Aragua han sido presentadas 
repetidamente por sectores de la comunidad internacional principalmente 
como conjuntos de personas empobrecidas, jó venes vulnerables o ví ctimas 
de circunstancias sociales. Este encuadre oculta una realidad mucho má s 

perturbadora: se encuentran entre las organizaciones criminales má s 
poderosas y sofisticadas que operan en las Amé ricas, con enormes 

recursos financieros, control territorial, armas y capacidad para ejercer 
violencia sistemá tica contra poblaciones civiles. 
 
Millones de dó lares han sido invertidos por la Secretarí a de las Naciones 
Unidas y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos en polí ticas, programas y actividades de incidencia que 

han contribuido a esta narrativa distorsionada. Las consecuencias no son 
meramente retó ricas. Cuando las organizaciones criminales son 
presentadas predominantemente desde la perspectiva de la pobreza y la 
victimizació n, el sufrimiento de los civiles que viven bajo su control puede 

quedar relegado frente a las narrativas polí ticas y humanitarias construidas 
alrededor de los propios perpetradores. 



 
La misma preocupació n se aplica a figuras e instituciones internacionales 
que han defendido o legitimado regí menes polí ticos y actores armados o 

criminales, al tiempo que presentan su conducta principalmente mediante 
explicaciones humanitarias o polí ticas. El profesor Ben Saul, en el marco de 
mandatos de derechos humanos de la ONU, ha participado en posiciones 
relacionadas con la legitimidad del gobierno de Maduro, mientras que 
Fabrizio Hochschild ha sido objeto de crí ticas por sus enfoques hacia 
actores armados y criminales en el Caribe y Colombia. Estos casos plantean 
serias preguntas sobre si los mecanismos internacionales de incidencia se 
está n aplicando de manera coherente e imparcial. 

 
La cuestió n central es sencilla: ¿de quié n se está n defendiendo los derechos 
humanos? Los civiles colombianos que son asesinados, desplazados, 
extorsionados, reclutados o aterrorizados por organizaciones criminales no 
pueden convertirse en una preocupació n secundaria de la polí tica 
internacional. Los derechos humanos deben proteger a las ví ctimas 

independientemente de su relevancia polí tica, riqueza o acceso a 
defensores internacionales. Un sistema en el que quienes tienen dinero, 
influencia polí tica o una sofisticada representació n internacional reciben 

má s atenció n que los civiles comunes no es un sistema de derechos 
humanos creí ble. Las instituciones internacionales deberí an ser evaluadas 

no por la sofisticació n de su retó rica, sino por si sus polí ticas protegen 
realmente a las personas que tienen menos poder para protegerse a sí  
mismas. 
 
Desde el 7 de agosto, el Pacto Histó rico y algunos de sus antiguos aliados 
—incluidas personas y grupos vinculados a organizaciones armadas 
ilegales y al crimen organizado— han enfrentado graves acusaciones de 
contribuir a ataques contra la població n colombiana o de permitir que estos 
ocurran. 
 
En las protestas urbanas, edificios pú blicos e infraestructura de transporte 
han sido destruidos, mientras que en los territorios de Colombia han sido 
asesinados defensores de derechos humanos, agentes de policí a y 

miembros de las Fuerzas Militares. Comunidades enteras han sido 
sometidas a amenazas, intimidació n, confinamiento y perí odos prolongados 
durante los cuales las personas no han podido salir de sus hogares de 
manera segura. 
 
Igualmente, preocupante es el silencio de gran parte de la comunidad 
internacional. Los gobiernos europeos y las instituciones de las Naciones 
Unidas, en particular, parecen mucho má s dispuestos a condenar los 
abusos cuando estos encajan en una determinada narrativa polí tica que 

cuando las ví ctimas son civiles colombianos, miembros de las fuerzas de 
seguridad o comunidades amenazadas por organizaciones armadas y 
criminales. 
 
Esto plantea una pregunta fundamental sobre la credibilidad y la 
imparcialidad de las instituciones internacionales de derechos humanos: 
¿está n aplicando está ndares universales de derechos humanos o son las 
consideraciones polí ticas las que determinan qué  sufrimiento merece 

atenció n? 
 

Los derechos humanos no pueden ser selectivos. El derecho internacional 
y las convenciones de derechos humanos no distinguen entre ví ctimas 
segú n su afiliació n polí tica, ideologí a o condició n social. Si las instituciones 

internacionales permanecen en silencio cuando civiles colombianos son 
amenazados, desplazados, asesinados o privados de sus libertades 
fundamentales, corren el riesgo de abandonar precisamente los principios 
que afirman defender. 
 
El pueblo colombiano merece algo má s que solidaridad polí tica presentada 

como defensa de los derechos humanos. Merece instituciones imparciales, 
está ndares aplicados de manera coherente y una protecció n que no 
dependa de quié nes sean las ví ctimas, quié nes sean los perpetradores o 

qué  narrativa polí tica prevalezca en un determinado momento. 
 
Existe, sin embargo, otra cuestió n que merece un escrutinio serio. Durante 

la administració n Petro (2022-2026), gobiernos e instituciones europeas 
proporcionaron una asistencia internacional considerable para iniciativas 
culturales, acadé micas y mediá ticas en Colombia. 
 
Algunas de estas iniciativas —incluidas pelí culas, revistas, libros, 

conferencias y otras producciones— han sido criticadas por presentar a 
miembros de grupos armados ilegales y del crimen organizado mediante 
narrativas heroicas, romantizadas o excesivamente contextualizadas que 
guardan poca semejanza con la realidad experimentada por las 
comunidades sometidas a su violencia. 
 
La cuestió n no es si artistas, acadé micos o periodistas deberí an tener 

libertad para contar historias complejas. Deben tenerla. La cuestió n es si la 
asistencia internacional financiada con fondos pú blicos deberí a utilizarse 

para construir narrativas que minimicen, romanticen o distorsionen la 
conducta de organizaciones responsables de asesinatos, extorsió n, 
desplazamiento, reclutamiento y terror contra civiles. 
 
Esta cuestió n conduce, en ú ltima instancia, de nuevo a la rendició n de 
cuentas democrá tica. Los contribuyentes europeos tienen un derecho 

legí timo a saber có mo se está n asignando los recursos de ayuda 
internacional de sus gobiernos, qué  resultados está n produciendo y si los 

informes presentados ante los parlamentos nacionales reflejan con 
precisió n las condiciones sobre el terreno. 
 
Cuando los informes oficiales y las narrativas internacionales divergen 
marcadamente de la experiencia de las comunidades colombianas que 
viven bajo la amenaza de organizaciones armadas y criminales, la 
supervisió n parlamentaria no puede tratarse como una mera formalidad. El 
dinero pú blico exige rendició n de cuentas pú blica, y la defensa de los 

derechos humanos exige honestidad intelectual. 
 
La credibilidad de los gobiernos europeos y de las instituciones 
internacionales no estará  determinada por las narrativas que financien, sino 

por si esas narrativas resisten el escrutinio frente a la realidad que enfrentan 
las personas a las que afirman ayudar. 
 
360° geopolitica. 

 


